[image: image1.emf] 
///

4

Dictamen de la Procuración General:




La Sala Primera de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Bahía Blanca, confirmó el pronunciamiento dictado en primera instancia (fs. 636/641) que, a su turno, había rechazado la demanda de daños y perjuicios incoada por la Sra. A. N.M. , por sí y en representación de sus hijos por entonces menores: D. F.M. , J. A.M. , O. D. M. y J. A.M. , contra la Asociación Española de Benficencia Hospital Español de Bahía Blanca, con motivo del fallecimiento de quien en vida fuera esposo de la actora y padre de aquellos, luego de haber sido atendido en dicho nosocomio a raíz de la lesión sufrida al caer de un caballo en ocasión de su trabajo.




Contra dicha resolución, se alza la parte actora, por apoderado, mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 644/654). En dicha presentación alega que la sentencia puesta en crisis incurre en absurdo en la apreciación de la prueba, resulta violatoria de la ley y de la doctrina legal y aplica de manera errónea  las normas actuadas, todo lo cual le genera un gravamen cuya reparación requiere de V.E. a través del remedio extraordinario incoado.




Finca sus agravios en la absurda interpretación de la prueba y la consiguiente violación de los artículos 18 de la Constitución Nacional, 375, 384 y 474 del C.P.C.C. y la doctrina legal que cita. Concretamente sostiene, que el a quo habría incurrido en absurdo al ponderar la causa de la muerte, la posibilidad de realización de la resonancia magnética nuclear como método de diagnóstico y la consiguiente responsabilidad de la demandada por no haber aplicado los tratamientos que hubieran podido evitar el fatal desenlace del óbito de la víctima.




Cabe señalar antes de proseguir, que en autos no se ha discutido la legitimación pasiva de la demandada, cuya responsabilidad viene derivada del actuar negligente imputado a los médicos de los que se sirviera el nosocomio accionado para cumplir con el servicio de atención sanitaria. Ello, partiendo de la doctrina legal elaborada por V.E. de la que surge que si los establecimientos se valen de la actividad ajena de los médicos para el cumplimiento integral de su obligación, habrán de responder por la culpa en que incurran sus sustitutos, auxiliares o copartícipes, en razón de la irrelevancia juridica de tal sustitución ya que al acreedor no le interesa que el cumplimiento sea efectivizado por el propio deudor, o por un tercero del cual éste se valga para sus fines, y de la equivalencia de comportamientos del obligado y de sus sustitutos, que determina que el hecho de cualquiera de ellos se considere como si proveniese del propio deudor (conf. causas C. 50.801, sent. del  XII-1993; C. 45.177, sent. del 30-IV-1991).




Así entonces, constituye el quid del caso traído poder desentrañar si ha existido de parte de los profesionales intervinientes un proceder que pueda ser calificado de negligente, imprudente o imperito por el que deba responder la institución demandada (art. 512 del Código Civil). A este respecto, la Cámara ha entendido, en sentido coincidente con el criterio del magistrado de primera instancia (fs. 637), que conforme las pruebas obrantes en la causa, especialmente los dictámenes periciales y la historia clínica acollarada a la causa penal, cabía concluir que los numerosos especialistas que atendieron al paciente en la institución demandada realizaron los estudios necesarios para suministrar los medicamentos específicos para el tratamiento de la sintomatología que el paciente iba presentando. Éste es el argumento basal de las decisiones adoptadas en ambas instancias, el que más allá de los embates argumentales desarrollados por la actora recurrente, considero se ha mantenido enhiesto. Por ello es que adelanto que según mi criterio, la queja no puede prosperar. 




En su prédica recursiva la quejosa se dirige a cuestionar puntualmente -como ya se dijo- la valoración de la prueba efectuada por el A quo, a partir de la cual fuera determinada la causa del fatal desenlace padecido por el Sr. O. M. y descartada la posibilidad de realizar el estudio de diagnóstico por imagen (resonancia magnética) como práctica hábil a los fines de la determinación del cuadro que afectaba al paciente y del consiguiente adecuado tratamiento que podría haber evitado el fatal desenlace. Anudando a todo ello, la determinación de la responsabilidad de la demandada. 




Si bien es doctrina legal de V.E., aplicable en la especie, que la determinación del nexo causal entre el obrar de los médicos y el daño sufrido por la víctima, constituye una cuestión de hecho y prueba, privativa por principio de las instancias ordinarias, no siendo su revisión competencia del ad quem, salvo la demostración del absurdo en la apreciación del material probatorio (conf. causas C. 94.500, sent. del  13-V-2009; C 102.862 sent. del 6-V-2009; C. 98.340, sent. del 18-VI-2008; C.90.861, sent. del 24-V-2006; C. 83.915, sent. 3-III-2004, entre otras), siendo que en autos el recurrente ha denunciado dicho vicio invalidante, corresponde evaluar si el mismo ha sido acreditado cabalmente, circunstancia que se erige como condición de suficiencia del recurso en análisis (conf. causas C. 98.340, sent. del 18-VI-2008; C. 64.715, sent. del 18-II-1997, entre tantas otras). Y cumplida dicha faena estoy en condiciones de afirmar, que la queja traída en mi apreciación no supera dicho umbral de suficiencia por lo que, como ya anticipara, queda sellada así la suerte adversa del recurso intentado.




Concretamente parte la actora por señalar que resulta absurda la conclusión del a quo que otorgando prevalencia a una sensación de duda – tal la que el propio Tribunal refiere generada a partir de una hipotética reacción del organismo frente al cuadro bacteriano surgente de los estudios de laboratorio que le fueran realizados al paciente, desarrollados en función de la persistencia de su estado febril pese a la antibióticoterapia aplicada- se aparta de las conclusiones elaboradas por el perito médico forense en su dictámen -obrante a fs. 78/79 de la causa penal- quien, a su juicio, hubo descartado como causal determinante de la muerte la sepsis generalizada, en concordancia con la declaración ensayada en sede penal por el Dr. Hugo L. Fernandez, al prestarse a la correspondiente indagatoria




Señala que de la experticia referenciada surge evidente la importancia de la realización de la resonancia magnética nuclear como práctica necesaria para poder evaluar con más detalles los motivos del cuadro de compromiso neurológico que habría arrojado la TAC y punción lumbar ordenadas por el especialista.




Ahora bien,  en mi apreciación este discurrir resulta insuficiente para revertir la decisión puesta en crisis porque justamente, no alcanza para fundar ni mucho menos demostrar, la configuración de absurdo en  la apreciación de la prueba, como vicio lógico de cuya acreditación pudiera desprenderse que habiendo realizado el examen de diagnóstico aludido, podría haberse evitado el desafortunado desenlace. En efecto, si bien es cierto que la pericia citada por el recurrente -Dr. García Croce- parece sugerir aquello, diametralmente opuesto es el criterio sostenido por el médico perito neurocirujano, Dr. Alberto Marcos Izaguirre, quien en el dictamen de fs. 280/282 vta. de la causa penal -adquirida para el proceso-  afirma como diagnósticos presuntivos de la muerte o la existencia de “síndrome miasteniforme postraumático” o de un “tromboembolismo progresivo de tronco cerebral”, cuadros ambos -siempre según el mismo experto- que reconocen una mortalidad  cercana al 100% en los mejores centros asistenciales del mundo, pues la eventual mejoría del paciente depende exclusivamente de los mecanismos de defensa propios del individuo (fs. 280 vta.). Dicho profesional llega a afirmar en su informe que la terapéutica sugerida por el Dr. García Croce -relativa a una posible craneotomía descompresiva- resultaba totalmente improcedente en el caso, revelando desconocimiento absoluto de la ciencia médica o temeridad al proponerlo (fs.281 vta.). 




Ahora bien, cabe sostener -tal como ya fuera apuntado precedentemente- que la atribución de responsabilidad civil médica por daños en la salud, se rige por los principios de atribución subjetiva (culpa), siendo para ello, necesario acreditar -conforme lo prescripto por el artículo 512 del Código Civil-, que la misma se configuró por la omisión de aquellas diligencias que exigiere la naturaleza de la obligación, y que correspondiesen a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar. Ello configura, según lo ha expuesto el codificador en su nota, “ (...) un consejo a los jueces de no tener ni demasiado rigor, ni demasiada indulgencia, y de no exigir del deudor de la obligación sino los cuidados razonables (...)”.




Siendo ello así, y más allá de la especificidad de esta obligación que lleva ínsito el deber de cuidado, consagrado en el juramento hipocrático pero también con fuerza de imperativo legal, en virtud de lo prescripto por el artículo 1109 del ordenamiento civil, y aún con naturaleza bioética (Principio de Beneficencia-no maleficencia), no cabe duda que su eventual quebrantamiento debe ser expresamente demostrado a partir de la acreditación del obrar negligente, imprudente o imperito de los prestadores de salud. 




Ello resulta concordante con la doctrina elaborada por V. E. que en este punto señala que la responsabilidad médica se asienta en la culpa, por lo cual para tenerla por configurada resulta menester que el actor demuestre tanto la conexión fáctica creada entre el hecho y el daño causado, cuanto la culpa del profesional a quien se atribuye la autoría -sea por acción u omisión- y el perjuicio, debiendo este último haber sido causado u ocasionado por aquella (conf. causa C. 94.500, sent. del 13-V-2009).




En ese orden de ideas, es válido afirmar que, no emergiendo de la relación médico-paciente una obligación que imponga garantizar un resultado determinado ni la curación total, la misma se ubica dentro de las  que se satisfacen realizando todos los actos que razonablemente se pueden exigir en las circunstancias concretas, teniendo en cuenta los medios disponibles. E inversamente, al momento de demostrar su incumplimiento, quien así se proponga conseguirlo, deberá acreditar que las acciones u omisiones exigidas resultaron relevantes, esto es, que pudieron modificar el resultado final no querido. Tal, lo que estimo no ha sucedido en la especie.




Es que en punto a la discutida causa del deceso, no advierto que la decisión puesta en crisis no hubiera analizado correctamente el agravio de la parte en cuanto a la consideración del dictamen del Dr García Croce y su valoración sistemática en función del complejo probatorio, extrayendo de ello la conclusión de que no resultaba acreditado en autos, con grado de certeza, que el tratamiento sugerido pudiera haberle salvado la vida al Sr. M.V. , toda vez que persistía en él un cuadro infeccioso y febril. Comprobado entonces, que dicho cuadro sistémico no había podido ser dominado hasta el momento final de su vida – tal como lo ilustra la historia clínica- se advierte que amén de poder constituirse en un factor concomitante o hasta desencadenante del deceso, concausa del deterioro de la salud del paciente se erigió además en claro óbice para la realización de la mentada resonancia magnética, invocada por el recurrente como herramienta de diagnóstico imprescindible.




Para concluir solo habré de agregar que tal vez el recurrente, en su empeño por negar la incidencia de la septicemia como causa del desenlace fatal acaecido, no advirtió que la misma y el consiguiente deterioro sobre la salud del paciente, tal vez sí pudieran haber encontrado su origen en cierta responsabilidad de parte del nosocomio, dado que la presencia de bacterias como la pseudomona, klebsiella, enterobacter, estafilo y estreptococo (fs. 38 de la historia clínica) en su organismo hubieran permitido discurrir si las mismas eran o no de las especies intrahospitalarias (conf. S.C.B.A., causas C. 55.336, sent. del 12-XI-1996; C. 50.585, sent. del 15-XI-1994). 




Sin perjuicio de ello, siendo que esta materia excede el marco de los agravios traídos en el recurso bajo análisis, creo que tampoco puede tener asidero su consideración en esta instancia.




Descartado así el absurdo valorativo invocado, y no habiendo podido demostrar la recurrente, la relación entre la omisión médica y el daño, aconsejo a V.E. el rechazo del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que dejo examinado.




Así lo dictamino.




La Plata, 19 de octubre de 2009 - Carlos Arturo Altuve
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 16 de marzo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Soria, Pettigiani, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 107.622, "M. , A. N. contra Asociación Española de Beneficencia Hospital Regional Español Bahía Blanca. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Bahía Blanca confirmó la sentencia de primera instancia que había rechazado la demanda.


Se interpuso, por los actores, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Oído el señor representante del Ministerio Público, dictada la providencia de autos, y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª. ¿Ha sido bien concedido el recurso de inaplicabilidad de ley de fs. 644/654?


    En su caso:


2ª. ¿Está debidamente fundado?

V O T A C I Ó N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


I. La Cámara departamental confirmó el pronunciamiento de fs. 564/569 que había rechazado la demanda (v. fs. 636/641).


II. Contra esta decisión se alzan los actores, por medio de apoderados, mediante el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el cual denuncian absurdo en la apreciación de la prueba, violación y aplicación errónea de los arts. 375, 384, 474 del Código Procesal Civil y Comercial; 18 de la Constitución nacional; violación de doctrina legal.


III. Entiendo que el recurso debe ser declarado mal concedido por inadmisible.


Es doctrina inveterada de esta Corte que el dictado de la providencia de autos para resolver no obsta a que se declare mal concedido el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley desde que ese trámite no impide que el tribunal examine si se han cumplido los requisitos de admisibilidad del medio extraordinario de impugnación sometido a su conocimiento (conf. causas L. 85.899, sent. del 19-IX-2007; C. 103.084, sent. del 11-XI-2009; entre otras).


Analizado el alcance de los agravios planteados, resulta evidente que el valor del litigio no alcanza el mínimo para recurrir, establecido por el art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial a la fecha de la interposición del recurso.


Surge del reclamo indemnizatorio consignado en la demanda (v. fs. 16 vta. punto 2. OBJETO) y en su ampliación (v. fs. 43 vta./45 vta.) que los reclamantes son cinco, A. N.M. , esposa de la víctima -O.  A. M. V. - y sus hijos D. F.M. , J. A.M. , O. D. M. y J. A.M. , sin que se aprecie en los escritos postulatorios una discriminación individual de la porción de ese monto total, lo que debe entenderse que reclaman, cada uno de ellos, en partes iguales.


De esta manera queda demostrado que no se ha superado el mínimo antes referido.


Tiene dicho esta Corte que en los supuestos de litisconsorcio facultativo activo, el valor del litigio a los efectos de cumplir con el art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial está representado, para la actora, por las sumas individualmente reclamadas -en concepto de indemnización- en la demanda (conf. Ac. 98.267, resol. del 21-VI-2006; Ac. 104.215, resol. del 11-VI-2008; Ac. 107.241, resol. 13-V-2009; Ac. 108.162, resol. del 12-VIII-2009), razón por la cual el recurso interpuesto es inadmisible.


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Soria, Pettigiani y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


Atento el modo en que fue resuelta la primera cuestión, no corresponde expedirse sobre ésta.


Los señores jueces doctores Soria, Pettigiani y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votaron la segunda cuestión en igual sentido.


Con lo que terminó el acto, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor representante del Ministerio Público, se declara mal concedido el recurso extraordinario interpuesto (art. 278, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
DANIEL FERNANDO SORIA


LUIS ESTEBAN GENOUD



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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